CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE CUSCO

SALA CIVIL


Sentencia de Vista

Proceso  N°

:   02228-2005-0-1001-JR-CI-03. 

Demandante
:   Blanca Angélica Zavaleta Zavaleta y otros.  

Demandado

:   Instituto Nacional de Cultura de Cusco y otros. 

Materia

:   Reivindicación. 

Procedencia

:   Tercer Juzgado Civil del Cusco.    

Juez Sup. Ponente
:   Barra Pineda. 
Resolución N° 466-2014

Cusco, 30 de julio del 2014

                        VISTOS: El proceso que antecede en grado de apelación de sentencia, y con el informe oral de los señores abogados Fausto Salinas Lovón, Pavel Cristian Rodolfo Chafloque Rivera, Miguel Ángel Gálvez Gálvez, José Eduardo Rodríguez Luján y Raúl Ángel Montellanos Palomino, en el acto de la vista de causa. 

I.- RESOLUCIÓN MATERIA DE APELACIÓN.- Es materia de apelación la sentencia de fecha 02 de agosto del 2013, que corre a fojas 3218, que falla:

1.- Declarando INFUNDADAS las tachas formuladas a fojas ciento setenta y nueve. 

2.- Declarando IMPROCEDENTES  la Tacha de documentos formulada a fojas doscientos cincuenta y cinco. 

3.- Declarando INFUNDADA la tacha y Oposición formulada a fojas doscientos ochenta y cinco. 

4.- Declarando IMPROCEDENTE la Tacha de documentos formulado a fojas dos mil trescientos cuarenta y nueve. 

5.- Declarando INFUNDADA la tacha de documentos formulado a fojas tres mil seis. 

6.- Declarando INFUNDADA  la demanda de fojas sesenta y siete, interpuesta por Blanca Angélica Zavaleta Zavaleta por derecho propio y en representación de sus hermanos Rosa Eudocia Zavaleta Zavaleta, Julia Ceferina Zavaleta Zavaleta; Juana Rosa Lourdes Zavaleta Zavaleta, Leoncio Augusto  Zavaleta Zavaleta; Julio Carlos Zavaleta Zavaleta; y Fortunata Zavaleta Flores, sobre Reivindicación contra el Instituto Nacional de Cultura , representado por su Director Regional Antropólogo David Ugarte Vega Centeno; y otros. 

7.- Declarar INFUNDADA la demandada interpuesta por Blanca Angélica Zavaleta Zavaleta por derecho propio y en representación de sus hermanos Rosa Eudoxia Zavaleta Zavaleta, Julia Ceferina Zavaleta Zavaleta; Juana Rosa Lourdes Zavaleta Zavaleta, Leoncio Augusto  Zavaleta Zavaleta; Julio Carlos Zavaleta Zavaleta; y Fortunata Zavaleta Flores, sobre Cobro de Frutos Civiles en contra del Instituto Nacional de Cultura – Cusco, representado por su Director Regional Antropólogo David Ugarte Vega Centeno; y otros. Con costas y costos procesales.  

II. PRETENSIONES IMPUGNATORIAS 

Se tienen las siguientes: 

1) La demandante Blanca Angélica Zavaleta Zavaleta, mediante escrito de fecha 21 de agosto del 2013 (fojas 3255), interpone recurso de apelación, peticionando su nulidad, con los siguientes argumentos: 

a. Que su reclamo no versa sobre la ciudadela de Machupicchu, sino sobre tierras que si bien integran el denominado Santuario Histórico de Machupicchu, no están referidas directamente a la ciudadela.  

b. Se ha omitido pronunciar sobre los certificados positivos de propiedad que la SUNARP ha emitido a su favor, que acreditan su derecho de propiedad, de fojas 2796 y 2797, que de revisarlos no hubiera concluido indicando que no tienen derecho de propiedad.   

c. La sentencia deja sin valoración sus medios probatorios (7.9) y lo que no suceder es que no se diga la razón por la cual no le parecen suficiente o relevantes. 

d. El Juzgado no tiene convicción o claridad acerca de los derechos de propiedad en discusión, no puede afirmar en la misma sentencia y en paralelo que no tienen derecho de propiedad por tratarse de bienes del Patrimonio Cultural de la Nación que son del  Estado y que hemos dejado de tener derechos de propiedad por haber sido expropiados. 
e. El caso plantea de aplicación de la Ley en el tiempo, ya que su derecho  se inscribió por primera vez a fines del siglo XIX, no obstante el Juez no establece que norma Constitucional ni qué Código Civil o Ley de Patrimonio Cultural rige para este caso. Sus motivaciones son aparentes y/o insuficientes.  

f. El Juez afirma que los bienes integrantes del Patrimonio Cultural son del Estado, en particular los bienes arqueológicos prehispánicos,  equivocándose porque ninguna Constitución afirma tal cosa. 
g. El derecho aplicable a su propiedad sobre estas tierras y sobre los sitios y monumentos que se hallan en su interior es el Código Civil de 1852.
h. Error en la evaluación de las áreas expropiadas, si asumiéramos que las expropiaciones que constan en los asientos 142, 143, 145 y 148 estuvieran vigentes y/o fueran válidas, la suma arroja un área total de 19,706.01 hectáreas, y no una extensión de 22,000 hectáreas, que se acredita con el informe de la SUNARP de fojas 2796 y 2797. 

i. La expropiaciones de los asientos 143 y 148 se dejaron sin efecto, que se inscribió en el asiento 169 y si bien quedó sin efecto y se anularon los asientos registrales no es menos cierto que la inscripción en el asiento 169 es firme e incólume sobre estas 2,701 hectáreas.

j. Es un grave error jurídico, afirmar que el Decreto Supremo que dejó sin efecto las expropiaciones no nos restituye la propiedad por el hecho de que se encargó al INC la protección y conservación de éstos, ya que si se deja sin efecto una expropiación, el dueño expropiado recupera la propiedad. 
2) Los demandantes Julio Augusto Zavaleta del Águila, Jorge Luis Zavaleta del Águila, sucesores procesales de Leoncio Augusto Zavaleta Zavaleta, mediante escrito de fecha 21 de agosto del 2013 (fojas 3275) interponen recurso de apelación peticionando su revocatoria, con argumentos idénticos a los mencionados por su codemandada en su recurso de apelación de fojas 3255. 

III. FUNDAMENTOS DEL COLEGIADO:

PRIMERO.- Revisados los autos se tiene a fojas 67, la demanda interpuesta por doña Blanca Angélica Zavaleta Zavaleta, por derecho propio y en representación de sus hermanos Rosa Eudocia Zavaleta Zavaleta, Julia Ceferina Zavaleta Zavaleta, Juana Rosa Lourdes Zavaleta Zavaleta, Leoncio Augusto Zavaleta Zavaleta, Julio Carlos Zavaleta Zavaleta, y Fortunata Zavaleta Flores, sobre REIVINDICACIÓN, que la dirige contra el Instituto Nacional de Cultura, debidamente representado por el Director Regional Antropólogo David Ugarte Vega Centeno, peticionando que se ordene que el Estado Peruano a través del Instituto Nacional de Cultura, restituya a los demandantes la posesión, uso, y disfrute del Fundo Q’quente y Santa Rita de Q’quente, en toda la extensión que el mismo tiene desde su adquisición por parte de sus causantes. 

SEGUNDO.- Son fundamentos que sustentan la demanda:  

1. Los recurrentes son legítimos propietarios del Fundo Q’quente y Santa Rita de Q’quente ubicado en la margen izquierda, aguas abajo del río Vilcanota o Urubamba, del distrito de Ollantaytambo, provincia de Urubamba, departamento del Cusco.  Adquirido por título hereditario, debidamente inscrito en los asientos 166 y 167 de la ficha N° 9603 del Registro de la Propiedad Inmueble, con una extensión de 22,000 hectáreas, y comprende las siguientes punas y secciones: Santa Rita, Intihuatana, Cedrobamba, Matipata, Huayruro, Matara, Mesadani y Pallcay, integrante de la Hacienda Sillque.     

2. No comprende su propiedad las ciudadelas incas de Machupicchu, Huaynapicchu, Huiñay Huayna, Sayac Marca y Pfuyopatamarca, que se reservó para sí el señor Emilio Abril Vizcarra, por estar en la fecha de la compra venta en trámite o pedido de expropiación por parte del Estado. 

3. Pese haber adquirido legalmente su derecho sobre este bien, conforme permiten las leyes peruanas desde la época colonial y pese a existir en el Perú disposiciones como los artículos 21 y 70 de la Constitución, se ven impedidos de poseer, usar y disfrutar, so pretexto de que se trata de un bien integrante del Patrimonio Cultural de la Nación. 

4. Se les privó de casi todos los atributos de su derecho de propiedad, sin que medie expropiación a su favor. 

5. La entidad demandada basada en el bien es parte del Santuario Histórico de Machupicchu desde el año de 1981, ha considerado que su derecho no existe y los ha convertido en meros propietarios no poseedores, privándolos de sus atributos jurídicos desde siglos atrás, mucho antes de que se dictarán o promulgaran las leyes de patrimonio cultural.  

6. Su familia posee 40 hectáreas que representan el 0.18 del fundo, e incluso en esta zona se les perturba cuanto acto de posesión quieren efectuar; y en resto del fundo el Instituto Nacional de Cultura manda cultivar y criar animales, y promueve el desarrollo de decenas de campamentos para turistas que efectúan el llamado camino inca, cobrando $ 50.00 dólares americanos por derecho de ingreso, en sus tierras, sin otorgarles una participación simbólica de tales ingresos. 

TERCERO.- La finalidad de los medios probatorios es acreditar los hechos expuestos por las partes, y producir certeza en el Juez respecto de los puntos controvertidos y fundamentar sus decisiones (Art. 188 del Código Procesal Civil). Asimismo, es de saber que la carga de la prueba corresponde a quien afirma hechos que configuran su pretensión, o a quien lo contradice alegando nuevos hechos (Art. 196 del Código Procesal Civil); con la previsión legal que si no se prueban los hechos que sustentan la pretensión, la demanda será declarada infundada (Art. 200 del Código antes acotado). 

CUARTO.- La reivindicación como derecho real se halla previsto en el artículo 923 del Código Civil, entendido como aquel atributo del derecho de  propiedad que se ejerce por el propietario para que se le restituya la posesión inmediata del bien de su propiedad y se dirige contra quien ostenta la posesión del bien sin que medie título alguno que justifique su ocupación. Además, la acción reivindicatoria es la acción real por excelencia ya que protege el derecho real de propiedad, pues, otro de sus atributos es, precisamente, la posesión.
                   Es oportuno señalar que mediante esta acción, el propietario no poseedor de un bien busca obtener la restitución por parte del poseedor no propietario. Ello quiere decir que esta acción se encuentra dirigida a la obtención efectiva de un bien que es reclamado por su legítimo propietario contra cualquier poseedor del mismo que ejerza un derecho sin ostentar título alguno que respalde tal atribución. 
                   La doctrina refiere que esta figura sustantiva tiene su origen en las voces latinas res que significa “cosa” y vindicare que significa “reclamar de lo que se ha desposeído”; etimológicamente entonces, se trata de una Acción que persigue la restitución de una cosa. 

QUINTO.- Que para que prospere la acción reivindicatoria, el demandante debe probar tres hechos: 
a. Acreditar la propiedad del inmueble que reclama; 
b. Acreditar la posesión o detentación del bien por el demandado (esto supone probar que éste carece de derecho para poseer); y, 
c. La identificación o identidad corporal de la cosa

SEXTO.- La parte actora, para acreditar los fundamentos de su demanda, ha ofrecido como pruebas para acreditar su derecho de propiedad, los siguientes documentos: 

a. Testimonio de Escritura Pública de compraventa de fecha 12 de setiembre de 1944 (fojas 16), otorgado por don J. Emilio Abril Vizcarra a favor de Julio Zavaleta Flores y esposa Rosa María Álvarez,  declarando ser propietario de la Hacienda “Qquente”, ubicado en el distrito de Ollantaytambo, provincia de Urubamba, departamento del Cusco, transfiere las secciones conocidas como: Qquente, Santa Rita, Intihuatana, Cedrobamba, Matipata, con todas sus punas denominadas Huayruro, Matará, Mesada, y Palccay comprendiendo además todos los bosques, cabecera de montaña, que se ubica alrededor de las ruinas de Machupicchu; y en la cláusula quinta se expresa que no está comprendida en la venta el pago de las indemnizaciones que se siguen contra el Gobierno por la expropiación de las ciudadelas incas de Machupicchu, Huana Picchu, Huiñay Huayna, Sayac Marca, Pfuyupatamarca, actualmente poseídas por el Estado. 
b. Los asientos N°s. 166 y 167 de la Partida Registral N°  02016781; acreditando el asiento 166, la inscripción del Testamento en propiedad, a favor de los demandantes, de los derechos y acciones que tienen en el inmueble don Julio Zavaleta Flores; según testamento ológrafo de fecha 5 de febrero de 1993, y protocolizado en fecha 15 de noviembre de 1996. Inscrito en fecha 11 de marzo de 1996. En el asiento 167, se inscribe la sucesión intestada de la que en vida fue doña Rosa María Zavaleta Álvarez viuda de Zavaleta, que se inscribe el  8 de julio de 1996 (fojas 12).     
c. El Certificado Positivo de Inscripción de fecha 21 de noviembre del 2005                 (fojas 14) otorgado por la Zona Registral N° X – sede Cusco, que certifica que en la ficha 9603, asientos 166 y 167, aparece inscrito el inmueble LOTE NÚMERO 4 o FRACCIÓN NOMBRADO QQUENTE compuesta de las secciones nombradas: Santa Rita, Intihuatana, Cedrobamba, Matipata, con sus punas Huayruro, Matara Mesadani Pallcay, parte integrante de la Hacienda Sillque, ubicado en el distrito de Ollantaytambo, provincia de Urubamba, departamento del Cusco. PROPIEDAD DE: Rosa Eudocia Zavaleta Zavaleta, Julia Ceferina Zavaleta Zavaleta; Juana Rosa Lourdes Zavaleta Zavaleta, Blanca Angélica Zavaleta Zavaleta; Leoncio Augusto Zavaleta Zavaleta; Julio Carlos Zavaleta Zavaleta; y Fortunata Zavaleta Flores (propietarios de derechos y acciones). 
d. Documentales de fojas 23, 24 en el idioma Inglés y Castellano respectivamente, denominadas “Programa de áreas protegidas”;  donde se aprecia que en la página web “Herencia del Mundo”, refiriéndose al Santuario de Machupicchu, aparece como datos en el rubro Tenencia de Tierra: propietario privado (propiedad de cuatro predios principales Mandorpampa, Q’ente, Torontoy y Santa Rita de Q’ente); con la respectiva acta de constatación notarial de fojas 22, de página web: www.wcmc.org.uk/protected_areas/data/wh/macchu.html.
e. Misivas, resoluciones y oficios, así como un acta de acuerdo mutuo,  que obran de fojas 25 a 29, que acreditan en el año de 1942, se solicitó al señor Julio Zavaleta, proporcione dos bestias ensilladas para el traslado del Dr. Tello; en fecha 10 de octubre de 1944, se le nombró Inspector General de Monumentos Arqueológicos del Cusco. En fecha 3 de julio de 1973, se solicitaba a su viuda, colaboración para conservar monumentos arqueológicos, dirigiéndose a ella como propietaria de la Hacienda Q’enty, en la que se hallan restos arqueológicos de Q’enty, y otro, dentro de ellos señala que se incluye la ruinas de Machupicchu, Templo de la Luna etc., los cuales han sido registrados dentro del Parque Arqueológico Nacional de Machupicchu; y finalmente el Acuerdo Mutuo, de fecha 16 de marzo de 1983, suscrito entre el conductor propietario del Fundo Q’ente, campesinos de Guayllabamba, Director de Industria, Turismo e Integración; convienen construir un acceso directo entre el puente Qorihuayrachina en actual ejecución hasta la zona adyacente del caserío, cediendo el espacio requerido para la construcción de este camino. 
f. Certificado Positivo de Gravamen con cargas (fojas 30) sobre el inmueble sub litis, apareciendo en ella como CARGA, la Nulidad de resolución y actuados en el asiento 174, en el que se inscribe la resolución de fecha 30 de abril de 1993, dictada por el Juez Agrario Provisional, en la causa 76-75, sobre Expropiación del Fundo Q´ente en contra de Rosa M Zavaleta viuda de Zavaleta y otros, que declara procedente la Nulidad de actuados deducida por el Instituto Nacional de Cultura Región Inka, en consecuencia Nulo todo lo actuado, desde fojas 315 vuelta hasta fojas 332 inclusive, dejando a salvo el derecho de las partes para hacerlo valer conforme a ley, y volviendo a proveer la solicitud de fojas 313, se declara improcedente la solicitud, invocando el artículo 2 del D.S. 036-91-AG, que encarga la protección y conservación de los predios rústicos “Quente” y “Santa Rita de Quente” incurso dentro de la zona declarada “Santuario Histórico de Machupicchu” o Zona Arqueológica de primera magnitud, al Instituto Nacional de Cultura. 
g. Certificados positivos de propiedad (fojas 41 y 42) de fecha 6 de setiembre del 2001 y 5 de julio del 2004 respectivamente, que certifican que el Lote número CUATRO o fracción compuesta de las secciones nombradas: Santa Rita, Intihuatana, Cedrobamba, Matipata, con sus punas Huayruro, Matara Mesadani Pallcay, parte integrante de la Hacienda Sillque, ubicado en el distrito de Ollantaytambo, provincia de Urubamba, departamento del Cusco. PROPIEDAD de: Rosa Eudocia Zavaleta Zavaleta, Julia Ceferina Zavaleta Zavaleta, Juana Rosa Lourdes Zavaleta Zavaleta, Blanca Angélica Zavaleta Zavaleta, Leoncio Augusto Zavaleta Zavaleta, Julio Carlos Zavaleta Zavaleta; y Fortunata Zavaleta Flores (propietarios de derechos y acciones). 
h. Oficio N° 060-2005 de fecha 30 de marzo del 2005 (fojas 43) remitido por el Director de la Oficina de Asesoría de la Jurídica de la Dirección Regional de Cultura de Cusco, al ahora demandante Julio Carlos Zavaleta Zavaleta, en respuesta a su carta de fecha 10 de enero del 2004, señalando que el Parque Arqueológico de Machupicchu, es declarado Patrimonio Cultural de la Nación, de conformidad con la Ley 23765  complementado por el D.S. 001-81-AG del 8 de enero de 1981, e invocando el artículo 6.1 de la Ley 28296 señala que Machupicchu como propiedad estatal se encuentra registrado en la ficha No. 7381. 
i. Documentos de fojas 45 a 61 y 65, por el en fecha 12 de abril del 2005, el abogado Fausto Salinas Lovón, solicita a la Oficina Registral de esta ciudad, se expida certificación de inexistencia de la ficha N° 7381, que corre a fojas 46 con el informe del técnico en archivo; procediendo los demandantes en el  año 2001 a poner en conocimiento de la Directora de la Oficina General de Asesoría Jurídica del Instituto Nacional de Cultura-Lima, de las acciones judiciales que siguen en defensa de sus derechos de propiedad, sobre el fundo Quente, ubicado en el interior del Santuario Histórico de Machupicchu, así como el desconocimiento de sus derechos de propiedad, herencia, posesión y beneficio de la cosa Juzgada sobre el fundo Quente y Santa Rita de Quente y el entendimiento acerca de la participación económica que corresponde por derecho a la familia  Zavaleta en los ingresos generados por la explotación turística del Fundo Q’ente y Santa Rita de Q’ente; alcanzando un proyecto del convenio (fojas 57).  En fecha 28 de junio del 2005, la parte demandante remite carta similar que las anteriores al Director Nacional del Instituto Nacional de Cultura, señalando que su reclamo respecto del la propiedad del fundo Q’ente y Santa Rita de Q’ente (en cuyo interior está el Santuario Histórico de Machupicchu) y que no han obtenido respuesta. 
j. Asiento 169 de la ficha 9603-A (fojas 64) de Inscripción de Resolución, de fecha 19 de junio de 1996, mediante D.S. 036-91-AG, a petición del Instituto Nacional de Cultura, se deja sin efecto los contratos de adjudicación en favor de comuneros feudatarios de los predios rústicos denominados Qquente y Santa Rita de Qquente. 

Acreditando que el mencionado Decreto Supremo deja sin efecto los contratos de adjudicación suscritos con los comuneros feudatarios de los predios antes señalados, afectados en 1,567 y 1,134 Has respectivamente. 

SÉTIMO.- La demandada Dirección Regional de Cultura Cusco (INC) a fojas 145, absuelve negativamente la demanda, alegando:

a. Que ante el Juez de Tierras de la Convención, el 2 de febrero de 1976 en el Expediente No. 10-76 se instó en contra de los ahora demandantes la PRETENSION DE EXPROPIACION JUDICIAL de las tierras y plantaciones del predio rústico SANTA RITA o QUENTE, cuyo fallo declaró fundada la demanda de expropiación.
b. Que la sentencia que no ha sido invalidada, sus efectos surten e modo pleno. 
c. Que el Estado en fecha 10 de setiembre de 1991 mediante el D.S. 0936-91-AG, como propietario de los mencionados predios encarga al Instituto Nacional de Cultura la protección y conservación de los predios rústicos Qquente y Santa Rita de Qquente, ubicados dentro de la  Zona declarada Santuario Histórico de Machupicchu y Patrimonio Cultural de la Nación, por lo que mal se puede decir que los demandantes han readquirido la calidad de propietarios.  

                 Acompañando como medio probatorio, la ficha registral No. 17699             (fojas 140) de Inscripción de condición de bien inmueble cultural Pre-hispánico de carácter arqueológico en fecha 9 de mayo de 1997, describiendo el inmueble de la siguiente manera: PREDIO RUSTICO : PARQUE ARQUEOLOGICO NACIONAL DE MACHUPICCHU , ubicado en el distrito de Machupicchu en mayor porcentaje, y Ollantaytambo en menor; provincia de Urubamba, departamento del Cusco, con un área de 32,592 .00 Has. y un perímetro de 90,400 metros lineales.  Y el Título de dominio: EL ESTADO PERUANO, y que conforme a los asientos completos presentados por la parte actora a fojas 172, se tiene que este asiento ha sido rectificado: tiene la condición de Inmueble cultural  (fojas 172 y siguientes).  Y a fojas 140 la Partida No. 02012700 (antecedente ficha No. 17699) de la inscripción de la condición de área natural protegida, en fecha 18 de julio de 1997
.

Los codemandados y Procuradores Públicos de los Ministerios demandados absuelven la demanda a fojas 219, el Procurador Público de los Asuntos Judiciales del Ministerio d Educación; a 1265 el Procurador Público adjunto de los asuntos judiciales del Ministerio de Agricultura; a fojas 1352, el Procurador Público ad hoc encargado de la defensa de los intereses del Instituto Nacional de Cultura, y a  fojas 2281 el Procurador de la Presidencia del Consejo de Ministros, en términos similares a los de la demandada Dirección Regional de Cultura del Cusco. 

OCTAVO.- Los argumentos de defensa de la parte demandada, se encuentran sustentados en los PROCESOS DE EXPROPIACIÓN que siguió la Dirección General de Reforma Agraria, por lo que es imprescindible su análisis y valoración, dado que el inciso 4 del artículo 968 del Código Civil establece: La propiedad se extingue por:  Expropiación. 

                 Procesos judiciales que han sido ofrecidos como medios probatorios, y que a continuación se analizan: 
I. Proceso N° 76-75 sobre Expropiación Judicial con fines de Reforma Agraria, instado por Augusto Raymundo Cornejo Barreda, en representación de la Dirección General de Reforma Agraria y Asentamiento Rural, sobre EXPROPIACION JUDICIAL CON FINES DE REFORMA AGRARIA e inmediata posesión, del PREDIO “QQUENTE” en una extensión de 1,567.00 Has, que comprende el área útil del predio afectado, ubicado en el distrito de Machupicchu de la provincia de Urubamba, departamento del Cusco, de propiedad de la señora Rosa María Zavaleta viuda de Zavaleta.
Resaltándose los siguientes actos procesales: 

1. En folios 06 obra copia certificada de Decreto Supremo N° 0444-75-AG, en cuyo artículo primero decreta lo siguiente: “apruébese el plano definitivo de afectación del predio rustico “Qquente”, ubicado en el distrito de Machu Picchu, provincia de Urubamba, departamento del Cusco, con una superficie afectada de 1567 Has (un mil quinientos sesentisiete hectáreas) y autorizase la expropiación del ganado maquinaria herramientas e implementos agrícolas existentes en el citado predio (…)”. 

2. Conforme al Certificado Registral (folios 09) en cuyo  asiento número 91, se halla inscrita la venta realizada del predio Qqente de parte de J. Emilio Abrill Vizcarra en favor de don Julio Zavaleta Flores y Doña Rosa María Zavaleta Álvarez, quienes adquieren la calidad de propietarios de dicho predio.

3.  En fecha 11 de noviembre del año 1975, el señor Juez de Tierras de Quillabamba José Mercedes Obando Tupayachi, ministra posesión del área afectada, semovientes maquinarias y demás en favor de la Dirección General de la Reforma Agraria y Asentamiento Rural.(Acta de folios 71)

4. Se emite SENTENCIA mediante resolución N° 27 (folios 208)de fecha 28 de junio de 1976, que falla declarando: fundada la demanda de fojas cincuenta, sobre expropiación de un mil quinientos sesentisiete hectáreas, construcciones, instalaciones, (…), existentes en el predio denominado “Quente” ubicado en el distrito de Machupicchu (…), de propiedad de doña Rosa María Zavaleta viuda de Zavaleta; sin lugar las observaciones planteadas por la expropiada a fojas ciento tres, por improcedente; (…), por tanto el monto indemnizatorio se fija en la suma de un millón seiscientos nueve seiscientos ochenta y cinco soles con treintinueve centavos; pagaderos en la siguiente forma: En dinero efectivo (…) y en Bonos de la deuda agraria de “B” y “C”   (…);en consecuencia ordeno la inscripción del predio expropiado libre de toda carga o gravamen que pesen sobre el, en los registros públicos de Cusco y  Madre de Dios, a favor de la Dirección General de Reforma Agraria   y Asentamiento Rural, en el registro de propiedad inmueble(…).

5. Mediante escrito de folios 221 la expropiada, apela la sentencia, descrita en el anterior párrafo, adjuntando copia certificada expedida por el señor Notario Público del Cusco Amadeo Fernández Baca, de la memoria descriptiva de la delimitación de parques arqueológicos nacionales del departamento del Cusco, en cuyo literal f) (reverso de folios 214), sobre el propietario señala: “ esta área encierra el parque (entiéndase el parque arqueológico de Machupicchu) exclusivamente los terrenos de la hacienda Q´ente, propiedad de los herederos de don Julio Zavaleta.”  

6. El Supremo Tribunal Agrario, mediante resolución de fecha 27 de noviembre de 1976 (folios 222) REVOCARON la sentencia solo en cuanto ordena el pago por las plantaciones y la CONFIRMARON en lo demás que contiene. 

7. A folios  313 la expropiada, peticiona la nulidad de todo lo actuado, y cancelación de los asientos de inscripción en los registros públicos a nombre de la ex Dirección Regional Agraria y Asentamiento Rural, fundamentando que el Decreto Supremo N° 036-91-AG, de fecha 09 de Septiembre de 1991, derogó el Decreto Supremo N° 444-75-AG, lo que conforme sus argumentos, conllevaría a la nulidad de todo el procedimiento administrativo de expropiación.

8. Mediante resolución, N° 28 del 20 de diciembre de 1991 (reverso de folios 315), el señor Juez de Tierras de Quillabamba, resuelve: “ declarar fundada la petición presentada a fojas trece (…) en consecuencia nulo e insubsistente todo lo actuado, desde fojas uno hasta trescientos once, inclusive cancélese la inscripción de propiedad a favor de la ex Dirección regional Agraria y Asentamiento Rural, en los Registros Públicos de Cusco y Madre de Dios, (…)producida la cancelación minístrese posesión real y efectiva a favor de los propietarios del predio expropiado (…).  Inscrito en el 157 del tomo 272, folio 107, del Registro de Propiedad del Cusco, del predio rústico denominado “Cachiccata” , ubicado en el distrito de Ollantaytambo provincia de Urubamba .- Partida CIII. -(fojas 324 y 325)
.  

9. Habiéndose restituido la posesión en favor de Rosa María Zavaleta Álvarez viuda de Zavaleta, y otros en fecha 16 de Julio de 1992 como es de verse en acta de restitución posesoria (folios 321. 

10. Por escrito de fecha 27 de abril de 1993 (folios 335), Pablo Américo Carillo Rosell, Director del Instituto Nacional de Cultura Cusco, peticiona la nulidad e insubsistencia de la resolución de folios 315, en mérito a lo cual se emite la resolución N° 36 del 30 de abril de 1993  (folios 337) que declara: “procedente la nulidad de actuados deducida por el representante legal de Instituto Nacional de Cultura Región Inka; en consecuencia nulo e insubsistente todo lo actuado desde fojas trescientos quince vuelta hasta fojas trescientos treinta y dos, déjese a salvo el derecho de las partes para que la hagan valer conforme a ley”. Inscrita en el asiento 174 de la ficha registral No. 9603-B.  
11. Dicha resolución fue impugnada por escrito de folios 340 por los expropiados, que se CONFIRMA por la Sala Civil mediante resolución No. 39 de fecha 26 de mayo de 1993 (folios 345). Por escrito de folios 364,  los expropiados interponen recurso de casación, que se declaró improcedente por resolución 45 de fecha 06 de julio de 1993. 

12. Conforme obra en Acta de folios 383 se ministró posesión del predio Quente a favor del Instituto Nacional de Cultura del Cusco, en fecha 13 de junio de 1996

13.  Por escrito de folios 402, Julio Carlos Zavaleta Zavaleta, peticiona se declare la nulidad desde folios 335, hasta folios 396; la que fue resuelta por resolución N° 59 de fecha 14 de diciembre de 1998 (folios 414) que declara improcedente el pedido de nulidad al existir decisión firme, y encontrarse fenecido.

14. Esta última resolución es apelada por escrito de folios 417, apelación que es concedida por resolución N° 60 (folios 419), disponiéndose que se forme cuaderno de apelación; formándose el Cuaderno con número  MI-572-99 (acompañado al presente proceso en dos tomos), y la Sala mediante resolución de fecha 27 de setiembre de 1999 (folios 409) resuelve CONFIRMAR en todos sus extremos la resolución apelada. 

15. Por escrito de fecha 28 de diciembre del 2005 (folios 621), el representante del Instituto Nacional de Cultura, peticiona la cancelación de los asientos registrales, y corrido el traslado a los expropiados, estos la absuelven adjuntando copia de Partida N° 02016781(folios 630) expedida por la Oficina Registral Inca, en la que consta la cancelación de los asientos registrales 156 y 157; en merito a lo que el señor Juez del Juzgado Mixto de Urubamba, declara improcedente el pedido del instituto nacional de Cultura de cancelar nuevamente el asiento de inscripción numero ciento cincuenta y siete.

II. Proceso N° 10-76 sobre Expropiación Judicial con fines de Reforma Agraria, instado por Augusto Raymundo Cornejo Barreda, en representación de la Dirección General de Reforma Agraria y Asentamiento Rural, sobre EXPROPIACION JUDICIAL CON FINES DE REFORMA AGRARIA e inmediata posesión, del PREDIO RUSTICO denominado “SANTA RITA O QQUENTE” en una extensión de 1,134.00 Has. el área útil del predio afectado, ubicado en el distrito de Machupicchu de la provincia de Urubamba, departamento del Cusco, de propiedad de Rosa Eudocia, Julia Ceferina, Juana Rosa Lourdes, Blanca Angélica, Leonidas Augusto y Carlos Zavaleta, así como los hermanas Fortunata y Angélica Zavaleta Flores, y contra quiénes dirige su demanda; que es admitida por resolución de fecha 29 de abril de 1976 (folios 38)

Resaltándose los siguientes actos procesales: 

1. Mediante decreto supremo N° 1207-74-AG,  decreta en su artículo primero: “apruébese el plano definitivo correspondiente al  predio rustico Santa Rita o Quente, ubicado en el distrito de Machupicchu, provincia de Urubamba y departamento del Cusco, con una superficie afectada de 1134 has (un mil ciento treinta y cuatro hectáreas)”.
2. Conforme al Certificado Registral (folios 09) - emitido por el registrador de la Oficina de Registros Públicos del distrito de Cusco y Madre de Dios, don Zoilo Valverde Chipa -  en cuyo  asiento número 91 se halla inscrita la venta realizada del predio Qqente, compuesta de las acciones nombradas Santa Rita, Intihuatana, Cedrobamba, Matepata , con todas sus comprensiones, de parte de J Emilio Abrill Vizcarra en favor de don Julio Zavaleta Flores y Doña Rosa María Zavaleta Álvarez.

3. En fecha 25 de mayo del año 1976, el señor Juez de Tierras de Quillabamba Abdias Huaringa Trujillo, ministra posesión del área afectada, y mejoras agrícolas, en favor de la Dirección General de la Reforma Agraria y Asentamiento Rural. (acta de folios 41)

4. Mediante resolución N° 27 (folios 75)de fecha 27 de setiembre de 1976 se emite SENTENCIA que falla declarando: “ fundada la demanda de fojas treinta y seis, sobre expropiación de un mil ciento treinta i cuatro hectáreas , el área total útil del predio rustico denominado “Santa Rita de Quente”, ubicado en el distrito de Machupicchu, Provincia de Urubamba, departamento del Cusco, de propiedad de Rosa Eudocia, Julia Ceferina, Juana Rosa Lourdes, Blanca Angélica, Leonidas Augusto y Carlos Zavaleta, así como los hermanas Fortunata y Angélica Zavaleta Flores (en condominio), fijando (…) como monto definitivo a indemnizarse a los propietarios asciende a la cantidad, de seis mil trescientos soles, (…); en tal virtud, ordena la inscripción del predio expropiado libre de toda carga o gravamen (…).”

Sentencia que ha quedado consentida al no haber sido objeto de apelación.  

5. A folios  88 los expropiados, peticionan la nulidad de todo lo actuado, y cancelación de los asientos de inscripción en los registros públicos a nombre de la ex Dirección Regional Agraria y Asentamiento Rural, fundamentando que el Decreto Supremo N° 036-91-AG, de fecha 09 de Septiembre de 1991, derogó el Decreto Supremo N° 1207-74-AG, lo que conforme sus argumentos, conllevaría a la nulidad de todo el procedimiento administrativo de expropiación.

6. Respecto a lo último mediante resolución, N° 17 del 19 de diciembre de 1991 (folios 91), el señor Juez de Tierras de Quillabamba, resuelve: “declarar fundada la petición presentada a fojas ochenta y ocho  (…) en consecuencia nulo e insubsistente todo lo actuado, desde fojas uno hasta ochenta y seis, inclusive cancélese la inscripción de propiedad a favor de la ex Dirección regional Agraria y Asentamiento Rural, en los Registros Públicos de Cusco y Madre de Dios, (…)producida la cancelación minístrese posesión real y efectiva a favor de los propietarios del predio expropiado (…). Una vez producida restitúyase la posesión real y efectiva a favor de los propietarios.”  

Sin embargo no se efectuó la diligencia de restitución, más si se efectuó la cancelación de la inscripción de propiedad a favor de la ex Dirección regional Agraria y Asentamiento Rural en el asiento registral No. 156
 , conforme consta de folios 98
. 

7. Por escrito de 28 de abril de 1993 (folios 103), el representante del Instituto Nacional de Cultura Cusco, peticiona la nulidad e insubsistencia de la resolución de folios 91, por lo que se emite resolución N° 22 (folios 104) que declara: “procedente la nulidad de actuados deducida por el representante del instituto nacional de cultura, (…) en consecuencia nulo e insubsistente todo lo actuado desde fojas noventa y uno hasta fojas cien, déjese a salvo el derecho de las partes para que la hagan valer conforme a ley.”
8. Dicha resolución fue impugnada por escrito de folios 107 por los expropiados, empero fue CONFIRMADA por resolución 27 emitida por la Sala Civil en fecha 26 de mayo de 1993 (folios 113). Por escrito de folios 128 los expropiados interponen recurso de casación, el mismo que se declaró Improcedente por resolución 31 de fecha 29 de junio de 1993 (folios 129), emitido por la Sala Civil de esta Corte Superior.

9. Por escrito de fecha 13 de noviembre de 1998 (folios 155) Julio Carlos Zavaleta Zavaleta,  peticiona la nulidad e insubsistencia absoluta de las resoluciones de folios 104, 113, 148 y todo lo actuado relacionado con la primera resolución.  La misma que es desestimada y declarada improcedente por resolución N° 41 de fecha 14 de diciembre de 1998 (fojas 166). 

10. Contra esta última resolución por escrito de folios 169 se interpone recurso de apelación, la que es concedida por resolución N° 42(folios 171), formándose cuaderno de apelación de numero MI -571-99 (acompañado al presente), el mismo que resuelve, CONFIRMAR en todos sus extremos la resolución de fecha 14 de diciembre de 1998. 

11. Mediante escrito de folios 187, el Procurador Público del Ministerio de Agricultura se apersona al proceso, y pide se curse las partes los partes judiciales al registro de propiedad inmueble, para que proceda a cancelar el asiento registral N° 156 del folio 107 del tomo 272.  Petición que por resolución N° 54 (folios 290) fue declarada infundada.

12. Esta última fue materia de apelación, siendo REVOCADA por la Sala Mixta Itinerante del Cusco, mediante resolución de fecha 07 de mayo del 2001  (folios 313) y reformándola ordenaron que el A Quo, disponga la cancelación del asiento registral numero ciento cincuenta y seis, folio ciento siete, del tomo doscientos setenta y dos, del registro de propiedad inmueble de esta ciudad.

13. Por escrito de folios 360, Julio Carlos Zavaleta Zavaleta, peticiona a la Sala la nulidad de la resolución de fecha siete de mayo del 2001, reservándose su providencia al haber sido remitido al Tribunal Constitucional en calidad de acompañado (folios 366). Devuelto el expediente la petición de nulidad es declarada improcedente por resolución de fecha 17 de julio del  2002 (folios 367).

14. Por escrito de fecha 28 de diciembre del 2005 (folios 408), el representante del Instituto Nacional de Cultura, peticiona la cancelación de los asientos registrales a favor de los expropiados, y corrido el traslado estos, la absuelven adjuntando copia de Partida N° 02016781 (folios 422) expedida por la Oficina Registral Inca, en la que consta la cancelación del asiento registral 156
; en merito a lo que el señor Juez del Juzgado Mixto de Urubamba, declara improcedente el pedido del instituto nacional de Cultura de cancelar nuevamente el asiento de inscripción numero ciento cincuenta y seis ( folios 442).  

NOVENO.- La Expropiación de predios rústicos, que es una limitación al derecho de propiedad privada sobre bienes agrarios, permitida en la Constitución Política como una excepción a la inviolabilidad. (…). En la expropiación con fines de Reforma Agraria la valorización se hace de acuerdo a las normas legales y reglamentarias que informa el ordenamiento agrario. El pago de las expropiaciones con fines de Reforma Agraria, puede ser en efectivo y en Bonos de la Deuda Agraria
. 

DÉCIMO.- Del análisis jurídico y valoración de los expediente seguidos entre las partes, sobre EXPROPIACION JUDICIAL CON FINES DE REFORMA AGRARIA del predio rústico denominado PREDIO “QQUENTE” en una extensión de 1,567.00 Has
, que comprende el área útil del predio afectado, ubicado en el distrito de Machupicchu de la provincia de Urubamba, departamento del Cusco, de propiedad de la señora Rosa María Zavaleta viuda de Zavaleta, y “SANTA RITA O QQUENTE” en una extensión de 1,134.00 Has
. el área útil del predio afectado, ubicado en el distrito de Machupicchu de la provincia de Urubamba, departamento del Cusco, de propiedad de Rosa Eudocia, Julia Ceferina, Juana Rosa Lourdes, Blanca Angélica, Leonidas Augusto y Carlos Zavaleta Alvarez, asi como los hermanas Fortunata y Angélica Zavaleta Flores, acreditan que:

1. Que el Estado a través de la Dirección General de Reforma Agraria y Asentamiento Rural, instó demandas de Expropiación Judicial del predio rústico denominado “QQUENTE” y “SANTA RITA O QQUENTE” en hectáreas afectadas y útiles de 1,567 y 1134, Hectáreas.
2. El predio rústico denominado “QQUENTE”, fue adquirido mediante  Testimonio de Escritura Pública de compra venta de fecha 12 de setiembre de 1944, (fojas 16), otorgado por don J. Emilio Abril Vizcarra a favor de Julio Zavaleta Flores y esposa Rosa María Alvarez,  declarando ser propietario de la Hacienda “Qquente”, ubicado en el distrito de Ollantaytambo, provincia de Urubamba, departamento del Cusco, transfiere las secciones conocidas como: Qquente, Santa Rita, Intihuatana, Cedrobamba, Matipata, con todas sus punas denominadas Huayruro, Matará, Mesada, y Palccay comprendiendo además todos los bosques, cabecera de montaña, que se ubica alrededor de las ruinas de Machupicchu.
3. El Estado en fecha 23 de setiembre de 1975, demandó la expropiación en contra de la señora Rosa María Álvarez viuda de Zavaleta, en el Proceso N° 76-75, que concluyó por SENTENCIA de fecha 28 de junio de 1976, falla declarándola Fundada, y ordena que se inscriba el predio a favor de la Dirección General de Reforma Agraria y Asentamiento Rural.          Sentencia que ha sido CONFIRMADA por la Superior Sala en fecha 27 de noviembre de 1976.
4. El Estado en fecha 19 de abril de 1976, demandó la Expropiación en contra de propiedad de Rosa Eudocia, Julia Ceferina, Juana Rosa Lourdes, Blanca Angélica, Leonidas Augusto y Carlos Zavaleta, así como los hermanas Fortunata y Angélica Zavaleta Flores, en el en el Proceso N° 10-76, que concluyó por SENTENCIA de fecha 27 de setiembre de 1976 que falla declarándola fundada y ordena la inscripción del predio expropiado libre de toda carga o gravamen. 
En este caso la sentencia quedo consentida al no haberse interpuesto recurso de apelación por los hoy demandantes. 
5. Los derechos de dominio a favor del Estado, corren inscritos en la PARTIDA 02016781 (fojas 582), en el asiento No. 143 se inscribe en fecha 12 de agosto de 1977, que la Dirección General de Reforma Agraria y Asentamiento Rural ha pasado a ser dueño del predio denominado “SANTA RITA O QUENTE” ubicada en el distrito de Machupicchu, provincia de Urubamba; en mérito a la sentencia de fecha 27 de setiembre de 1976, con un área 1,134 Has.  En el asiento No. 148 (fojas 587) se inscribe en fecha 16 de abril de 1980, que la Dirección General de Reforma Agraria y Asentamiento Rural ha pasado a ser propietaria del predio denominado “QUENTE” materia de esta partida, en mérito de la sentencia de fecha 28 de junio 1976. El área expropiada del predio tiene una extensión de 1,567 Has.  
6. En la Partida No. 02016781 corre inscrito el asiento 166, en el que se inscribe el Testamento en propiedad, a favor Rosa Eudocia, Julia Ceferina, Juana Rosa Lourdes, Blanca Angélica, Leoncio Augusto y Carlos Zavaleta Zavaleta, así como los hermanas Fortunata Zavaleta Flores y Angélica Zavaleta Huillca    (ahora demandante) en los derechos y acciones que tiene en este inmueble don Julio Zavaleta Flores en el asiento 91, según consta del testamento ológrafo de fecha 5 de febrero de 1993, y protocolizado en fecha 15 de noviembre de 1996. Inscrito en fecha 11 de marzo de 1996. En el asiento 167, se inscribe la sucesión intestada de la que en vida fue doña Rosa María Zavaleta Álvarez viuda de Zavaleta, fallecida el 30 de enero de 1996, y declara como sus únicos y universales herederos a sus hijos Julia Zavaleta Zavaleta de Santisteban, Leoncio Augusto, Juana Rosa Lourdes, Blanca Angélica, Rosa Eulogia y Julio Carlos Zavaleta, y que se inscribe el  8 de julio de 1996 (fojas 12).     
7. En consecuencia  está probado que los bienes materia de reivindicación han sido EXPROPIADOS JUDICIALMENTE POR EL ESTADO, mediante sentencias firmes, que adquirieron la calidad de cosa juzgada
, por ende son inimpugnables e inmutables, y es que mediante estos procesos fenecidos los demandantes y antes que ellos su progenitora la que en vida fue doña Rosa María Álvarez viuda de Zavaleta, se han extinguido sus derechos de propiedad y dominio sobre los mismos, y sobre los que no puede habilitarse ningún debate judicial, dado que existe prohibición expresa en la Constitución en el artículo 139.13, de no revivir procesos fenecidos con resolución ejecutoriada
. 

DÉCIMO PRIMERO.-Que la Sala considera efectuar la siguiente atingencia respecto a los derechos de propiedad inscritos a favor de los demandantes aún después de  haber fenecido los procesos de expropiación judicial sobre el bien materia de reivindicación en éste proceso:  
a. No debemos olvidar que el predio rústico “QQUENTE” tiene una extensión de 22,000 hectáreas, comprende las siguientes punas y secciones : Santa Rita, Intihuatana, Cedrobamba, Matipata, Huayruro, Matara, Mesadani y Pallcay, integrante de la Hacienda Sillque; 
b. El Estado  EXPROPIÓ JUDICIALMENTE mediante Decreto Supremo N° 1207-74-AG, 1,134 Has del Predio rústico Santa Rita o Quente, y mediante Decreto Supremo N° 0444-75-AG, el predio rústico “Qquente”, con una superficie afectada de 1567 Has ubicado en el distrito de Machu Picchu, provincia de Urubamba, departamento del Cusco; 
c. Los predios a reivindicar en este proceso son las mencionadas superficies; que son circundantes a las ruinas de Machupicchu; 
d. La parte demandante (declaración asimilada) posee a la fecha 40 hectáreas que representan el 0.18 del Fundo rústico “Qquente”.   

Que en los dos procesos de expropiación que corren acompañados  (analizados en el considerando octavo) los expropiados invocando el Decreto Supremo No. 036-91-AG del 9 de setiembre de 1991, solicitaron la nulidad de todo lo actuado que el Juzgado amparó, inclusive con restitución posesoria a favor de la que en vida fue Rosa María Zavaleta Alvarez viuda de Zavaleta en fecha 16 de julio de 1992 en el Proceso No. 76-75; y cancelación de los derechos de propiedad a favor de la ex Dirección General de Reforma Agraria y Asentamiento Rural, que con peticiones de nulidad por parte de la entidad demandada ( Instituto Nacional de Cultura Cusco) se revirtió esta situación procesal, reponiéndose el proceso al estado en que se cometido el vicio, esto es, al estado de expropiación de los bienes materia de reivindicación, con todas las consecuencias jurídicas. 
El 20 de diciembre de 1991 se declaró la nulidad de todo lo actuado a favor de doña Rosa María Zavaleta viuda de Zavaleta y el 30 de abril de 1993 el Estado revirtió ésta situación conforme se analizó en el Proceso No.  76-75  y en el Proceso No.  10-76, se declaró la nulidad de todo lo actuado a favor de los ahora demandantes en fecha 19 de diciembre de 1991 y el Estado revierte la situación en fecha 30 de abril de 1993 y se cancelan las inscripciones que se efectuaron a favor de los demandantes (asientos Nos. 156 y 157) mediante la inscripción en los asientos 181 y 182 en fecha 26 de setiembre del 2002, de la Partida No. 02016781. 

Consecuentemente, el Estado demoró en inscribir las cancelaciones de las resoluciones judiciales que declaraban la nulidad de todo lo actuado en los procesos de expropiación, desde abril de 1991 al 26 de  setiembre del 2002, es decir, aproximadamente 9 años y 4 meses, y es en ese ínterin o transcurso de tiempo que los ahora demandantes inscriben en fecha 11 de marzo de 1996, en el asiento 166, el Testamento en propiedad, en los derechos y acciones que tiene en este inmueble don Julio Zavaleta Flores en el asiento 91, según consta del testamento ológrafo de fecha 5 de febrero de 1993, y protocolizado en fecha 15 de noviembre de 1996; y en el  En el asiento 167, se inscribe la sucesión intestada de la que en vida fue doña Rosa María Zavaleta Alvarez viuda de Zavaleta, que declara como sus únicos y universales herederos a sus hijos Julia Zavaleta Zavaleta de Santistebán, Leoncio Augusto, Juana Rosa Lourdes, Blanca Angélica, Rosa Eulogia y Julio Carlos Zavaleta; que se inscribe en fecha 8 de julio de 1996 (fojas 12), sobre la totalidad de los derechos y acciones que adquirieron sus causantes. 

DÉCIMO SEGUNDO.- De lo expuesto en el considerando anterior, se tiene que los demandantes inscriben sus derechos de propiedad sobre la integridad de los derechos y acciones del predio rústico “QQUENTE” que adquirieron sus causantes, incluida las áreas útiles expropiadas judicialmente, a sabiendas que sus causantes e incluso ellos mismos desde el 30 de abril de 1993 ya no tenían derechos de propiedad sobre los bienes materia de reivindicación, aprovechando la desidia, omisión y en peor de los casos negligencia de la parte demandada no inscribieron sino después de más de 9 años, el mandato judicial que canceló a su vez el asiento registral de  cancelación de los derechos de propiedad a favor de la ex Dirección General de Reforma Agraria y Asentamiento Rural,

Sin embargo, aquella inscripción a favor de los demandantes                         que abarca la totalidad del predio rústico “QQUENTE” (fojas 14) – nos referimos a la totalidad de los derechos y acciones que adquirieron los causantes de los demandantes - a la luz de los procesos de expropiación fenecidos con sentencias firmes, es inexacta, y  no les da derecho a la reivindicación de los bienes materia de proceso, pues el Estado a través de la Dirección General de Reforma Agraria y Asentamiento Rural los ha expropiado al imperio del Decreto Ley 17716
 vigente a esa fecha, dentro de un determinado contexto social y con ello se ha extinguido su derecho de propiedad
, y que en la norma sustantiva se establece en el artículo 968.3 del Código Civil. 

Asimismo, debemos agregar que el artículo 90 del Reglamento de las Inscripciones del 21 de diciembre de 1936 ( aplicable por temporalidad ) establecía que:  Las inscripciones no se extinguen respecto de tercero sino por su cancelación o inscribiendo la enajenación del bien o derecho a favor de la persona; lo que nos permite concluir que con la cancelación de los derechos de propiedad que aparentemente se revertían a favor de los demandantes                                ( asientos 156 y 157) perdieron su eficacia por cuanto la cancelación de los mismos ( asiento 181 y 182) generó la ineficacia del acto extendido en cuanto a la publicidad registral, sin que requiera ser borrado o testado, de la partida registral (Partida No. 02016781), porque es parte de la finca inscrita, de tal manera que se puede tomar conocimiento de las inscripciones caducas o vigentes; y los asientos de dominio a favor del Estado recuperaron su eficacia, es decir, el derecho de propiedad sobre los mismos conforme a lo actuados en los Procesos de EXPROPIACIÓN JUDICIAL.                    

DÉCIMO TERCERO.- Que los bienes materia de reivindicación han sido expropiados judicialmente por el Estado, en virtud del Decreto Ley No. 17716, vigente a la fecha de la interposición de las demanda, el mismo que obedeció a un determinado contexto social de nuestra historia; así establecía en su artículo 1: La Reforma Agraria es un proceso integral y un instrumento de la transformación de la estructura agraria del país; destinado a sustituir regímenes de latifundio y minifundio, por un sistema justo de propiedad, tenencia y explotación de la tierra que contribuya al desarrollo social y económico de la Nación, mediante la creación de un ordenamiento agrario que garantice la justicia social en el campo y aumente la producción y la productividad del Sector Agrario. 

                      Y en su artículo 7 establece que se dedicarán a los fines de reforma agraria las tierras que a continuación se enumeran: a) (…) c) Las expropiadas conforme a este Decreto Ley.    

                      Los procedimientos de expropiación de bienes agrarios con fines de Reforma Agraria se catalogaron de hasta confiscatorios, empero, dicho Decreto Ley, estuvo vigente al momento de la expropiación del predio rústico “QQUENTE”, en las área útiles que son materia de proceso, por lo que se sometió al procedimiento establecido en la Ley con la consecuencia jurídica de traslaciones de dominio a favor del Estado, en forma irreversible.   

                      Actualmente, el artículo 70 de la Constitución señala que a nadie puede privarse de su propiedad, sino exclusivamente por causa de seguridad nacional o necesidad pública, declarada por ley y previo pago en efectivo de la indemnización justipreciada que incluya compensación por el eventual perjuicio. (…) La protección dispensada al interés del propietario no ha de ser obstáculo para que prevalezca el interés público, siempre que esté debidamente comprobado y se ofrezca la debida compensación al primero; se trata entonces de la extinción de la propiedad por un acto de Derecho Público
. 

DECIMO CUARTO.- Los demandantes, frente a la cancelación de los asientos 156 y 157 de la Partida No. 02016781, hicieron valer sus derechos ante la justicia constitucional, dando origen al Expediente No. 1271-2000-AA-TC, Lima, en el que el Tribunal Constitucional expidió la sentencia en fecha 24 de abril del 2001, declarando improcedente la demanda de amparo interpuesta por Rosa Eudocia Zavaleta Zavaleta de Pilco y otros contra la sentencia expedida por la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia en el cuaderno de nulidad su fecha 17 de julio de 1997; bajo el argumento de desde la fecha de la denegatoria del recurso de casación interpuesto en el proceso de expropiación a la fecha de interposición de la presente acción de amparo ha transcurrido en exceso el plazo señalado en el artículo 37 de la Ley 23506. 

En dicho proceso, los demandantes pretendían discutir que las expropiaciones judiciales – tantas veces referida en la presente resolución- y añade otra de 4,000 Has, y las adjudicaciones a 50 campesinos se dejaron sin efecto con Resoluciones Directorales que dictó el Ministerio de Agricultura, en fecha 28 de junio de 1989, por cuanto la legislación de la materia establece que son inafectables para fines de reforma agraria los parques y bosques forestales, y las zonas arqueológicas declaradas por Ley, e invoca la Ley 6634. 

Consecuentemente, si los procesos de expropiación han quedado firmes, con autoridad de cosa juzgada, y la acción de amparo – ahora proceso constitucional de amparo – se desestimó – precisando - por haber formulado fuera del plazo de ley ( extemporánea) sin entrarse a la materia de fondo, que derivaba de actos procesales dictados en el proceso de expropiación, por lo que a la fecha no hay nada que debatir o discutir sobre la propiedad que ostentaron los causantes de los ahora demandantes, y los propios demandantes, al haberse extinguido sus derechos de propiedad en aplicación y ejecución del Decreto Ley 17716. 

DÉCIMO QUINTO.- Respecto del contenido y aplicación del Decreto Supremo N° 036-91-AG
 (fojas 62) cuya copia certificada recabó el Juzgado de la Editora del Diario Oficial “El Peruano” (fojas 1828) remitido mediante oficio de fojas 1831; sostienen los apelantes que es un grave error jurídico afirmar que el Decreto Supremo que dejó sin efecto las expropiaciones no nos restituye la propiedad por el hecho de que se encargó al INC la protección y conservación de éstos, ya que si se deja sin efecto una expropiación, el dueño expropiado recupera la propiedad. 
El mencionado Decreto Supremo se publica el 10 de setiembre de 1991, si bien deja sin efecto los Decretos Supremos de afectación de los predios “QQUENTE” y “SANTA RITA DE QQUENTE”, no es menos cierto que los demandantes lo hicieron valer por ante las instancias judiciales en los mismos procesos de expropiación, amparándose sus peticiones en primera instancia y en segunda instancia se revocaron, ordenándose las cancelaciones registrales a favor de los demandantes, por ende los alcances del Decreto Supremo No. 036-91-AG, no surtieron sus efectos, y las sentencias recaídas en los proceso de expropiación quedaron firmes, con el derecho de dominio a favor de la ex Dirección General de Reforma Agraria y Asentamiento Rural - que no es sino el propio  Estado – sobre las áreas materia de reivindicación. 

Además cronológicamente, se tiene que en los procesos de expropiación se expidieron sentencias en fecha 28 de junio de 1976 y se confirmó en fecha 27 de noviembre de 1976 (Proceso N° 76-75) y en fecha 27 de setiembre de 1976 la sentencia en el Proceso N° 10-76, que quedó consentida; mientras que en fecha posterior, esto es, el 22 de diciembre de 1983, por Ley 23765, se declaró la ciudad del Cusco incluyendo el Santuario Pre histórico o Parque Arqueológico de Machupicchu como Patrimonio Cultural de la Nación; encargándose al Instituto Nacional de Cultura la protección y conservación de los predios rústicos “ QQUENTE “ y “ SANTA RITA DE QQUENTE”, incursos dentro de la  Zona declarada Santuario Histórico de Machupicchu y Patrimonio Cultura de la Nación, conforme lo dispone la Ley 24047 del 5 de enero de 1985.  

La Ley 24047 –Ley General de Amparo al Patrimonio Cultural de la Nación, establece en su artículo 2, que se presume que tienen condición de bienes culturales, los bienes muebles e inmuebles de propiedad del Estado y de propiedad privada, de las épocas prehispánicas y virreinal; y declara en el artículo 4, los bienes culturales : Bienes inmuebles: a) los sitios arqueológicos; y el artículo 5, señala: Declárese de utilidad y necesidad pública la expropiación de los bienes culturales de propiedad privada, muebles e inmuebles, que estén en riesgo de perderse para el Patrimonio Cultural de la Nación por abandono, destrucción, deterioro sustancial, y exportación clandestina. La expropiación se sujeta a la ley de la materia. 

A esta fecha, los predios rústicos Qquente y Santa Rita de Qquente ya se encontraban expropiados bajo el dominio del Estado, no pudiéndose considerar la existencia de propiedad privada dentro del Parque Arqueológico de Machuipicchu.

En este contexto, es que en virtud del artículo 4, el Estado inscribió su condición de tal, en el Registro de la propiedad Inmueble así como las restricciones  y limitaciones de su uso en cada caso, así aparece de la Partida N°. 02012700 (fojas 172), en éste caso en el asiento 1, como: PREDIO RUSTICO: PARQUE ARQUEOLOGICO NACIONAL DE MACHUPICCHU, ubicado en el distrito de Machupicchu en mayor porcentaje y en el de Ollantaytambo con un área de 32, 592.00 Has.; en fecha 9 de mayo de 1997; y en el asiento 2, su condición de AREA NATURAL PROTEGIDA, constando que el Parque Arqueológico de Machu Picchu fue declarado Santuario Histórico mediante Decreto Supremo No. 001-81-AA de fecha 8 de enero de 1981; y en asiento 4, se corrige el asiento C-01, consignado que Tiene la condición de bien inmueble cultura pre hispánico, de carácter arqueológico, Declarado Santuario Histórico y Patrimonio Cultural de la Nación con la calidad de imprescriptible, inalienable e inembargable.

DÉCIMO SEXTO.-Sin embargo, debemos señalar que la Ley 6634- Patronato Nacional de Arqueología, del 13 de junio de 1929, establecía en su artículo 1: Son de propiedad del Estado los monumentos históricos existentes en el territorio nacional anteriores a la época del Virreynato. Es inalienable e imprescriptible el derecho de la nación sobre dichos monumentos. 

Igualmente el Decreto Ley No. 19033 – Normas sobre muebles e inmuebles del Patrimonio Monumental de la Nación, del 16 de noviembre de 1971, en su artículo 2 establecía: Los monumentos de las épocas pre-incaicas e Incaica son propiedad del Estado y por tanto inalienables e imprescriptibles. 

En ambas normas no se excluye la propiedad privada, y en la Ley 6634, incluso se establecía la posibilidad de expropiar los terrenos de propiedad particular. 

Y en el caso de autos, si bien el Estado no expropio bajo las normas del Patrimonio Cultural, empero expropió los bienes sub litis bajo las disposiciones del Decreto Ley 17716, mediante los procesos judiciales analizados en el considerando sétimo.  

DÉCIMO SETIMO.- El apelante señala que la norma que debía aplicarse al caso de autos es el Código Civil de 1852, invocando los artículos 522 y 524, sobre el derecho de hallazgo, y éste último señalaba: El tesoro hallado en propiedad particular se dividirá en partes iguales entre el dueño y el inventor, salvo convenios especiales. 

La norma invocada, creemos que dicha norma debe interpretarse a la luz de la Constitución vigente a dicha fecha, nos referimos a la Constitución de 1839, que establece en su artículo 167, como garantías individuales: Es inviolable el derecho de propiedad, si el bien público legalmente reconocido exigiere la propiedad de algún ciudadano, será previamente indemnizado de  su valor. 

Interpretando las normas citadas, se tiene que el Estado por el bien público puede exigir la propiedad privada que ostenta cualquier ciudadano a cambio de indemnizar su valor, lo que hoy conocemos como Expropiación, y ello obviamente subsume al hallazgo de los tesoros a que hace referencia el artículo 524 del Código Civil de 1852. 

DÉCIMO OCTAVO.- Que si bien es cierto, los bienes materia de reivindicación se encuentran dentro del Parque Arqueológico Nacional de Machupicchu
, y no áreas donde propiamente se encuentran las ruinas de Machupicchu, ello nos óbice para centrar la atención del debate judicial en su consideración de tal, por cuanto como bien se analizó se tratan de áreas expropiadas. 

DÉCIMO NOVENO.- Los apelantes señalan que no se habrían valorado los medios probatorios ofrecidos, al no haberse expuesto el  señor Juez las razones porque no le parecen relevantes. 

Los apelantes se remiten al considerando 7.9 de la sentencia, que señala que son insuficientes e irrelevante para los fines del proceso los documentos de fojas 23 a 29, 43 a 61, 65 a 66, 631 a 635, 639 a 652, 658 a 659. 

Los documentos que el señor Juez ha considerado irrelevantes, son los detallados y analizados exhaustivamente en el considerando sexto, y que en resumen consisten en las documentales de fojas 23, 24 en el idioma Inglés y Castellano respectivamente, denominadas “ Programa de áreas protegidas” que refiriéndose al Santuario de Machupicchu, aparecen en la página web: www.wcmc.org.uk/protected_areas/data/wh/macchu.html. Las misivas, resoluciones y oficios, así como un acta de acuerdo mutuo,  que obran de fojas 25 a 29, que son actos anteriores a la iniciación de los procesos de expropiación, de colaboración y consideraciones del señor Julio Zavaleta, a quien en fecha 10 de octubre de 1944, se le nombró Inspector General de Monumentos Arqueológicos del Cusco; la colaboración prestada para conservar monumentos arqueológicos, registrados dentro del Parque Arqueológico Nacional de Machupicchu. Siendo posteriores a los procesos de expropiación el documento denominado “Acuerdo Mutuo”, de fecha 16 de marzo de 1983, para construir un acceso directo entre el puente Qorihuayrachina; y las demás documentales como el oficio No. 060-2005 de fecha 30 de marzo del 2005( fojas 43), remitido por el Director de la Oficina de Asesoría de la Jurídica de la Dirección Regional de Cultura de Cusco, al ahora demandante Julio Carlos Zavaleta Zavaleta, en respuesta a su carta de fecha 10 de enero del 2004, señalando que el Parque Arqueológico de Machupicchu, es declarado Patrimonio Cultural de la Nación, y los  Documentos de fojas 45 a 61 y 65, por el que en fecha 12 de abril del 2005, el abogado Fausto Salinas Lovón, solicita a la Oficina Registral de esta ciudad, se expida certificación de inexistencia de la ficha N° 7381, y el proyecto del convenio  (fojas 57), y la Carta de fecha 28 de junio del 2005 (fojas 65) por el que los actores reclaman la propiedad del fundo Q’ente y Santa Rita de Q’ente; que ciertamente son irrelevantes para el fondo del asunto, dado que ellos no sustentan la pretensión de reivindicación, sino el derecho de petición que los demandantes han hecho valer por ante el Instituto Nacional de Cultura, y que se ha judicializado concretándose en el presente proceso. 

Además el Juez en la valoración de la prueba el Juez con la facultad que le otorga la última parte del artículo 197 del Código Procesal Civil, en la resolución sólo serán expresadas las valoraciones esenciales y determinantes que sustentan su decisión. 

VIGÉSIMO.- Respecto a las tachas, se aprecia que los apelantes tacharon en su mayor parte asientos registrales (ficha registral 17699, los asientos 156, 157, 176, 177, de la ficha 9603, asiento 1 de la Partida 02053108, asientos 181, 182; la Partida N° 02016781, expedida por la Zona Registral X sede Cusco), las anotaciones registrales recaídas en el proceso sobre expropiación, la copia de sentencia de fecha 28 de junio de 1976, la resolución No. 49 y el acta de ministración de posesión recaídas en el expediente 76-75; la Resolución N° 49; los artículos de la historiadora Mariana Mould de Pease, el Informe Jurídico emitido por la Clínica Jurídica de la PUCP, y los Informes del Jefe Zonal de la Oficina Registral sede Cusco, y la Resolución No. 239-2007-TR; alegando su falsedad; igualmente tacha de falso la sentencia del Tribunal Constitucional, el auto de vista de fecha 7 de mayo del 2001; lo que obviamente no tiene asidero legal, dado que la Partida No. 02016781 tiene como antecedente la ficha registral No. 9603, y así aparece en el Certificado Registral de fojas 14  y la ficha registral de fojas 12 ( asientos 166 y 167) que la parte actora acompaña a su demanda como medio probatorio de su derecho de propiedad; son instrumentos públicos de conformidad con lo que dispone el artículo 235.1 del Código Procesal Civil
, y la falsedad debe probarse no basta alegarse, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 244 y 245 del Código acotado
, y que en éste caso no ha ocurrido ninguno de estos supuestos; y respecto de las cancelaciones de los asientos registrales 156 y 157 se aprecia de los procesos acompañados que existe mandato judicial para su ejecución;  y los actuados del Proceso Judicial No. 76-75, son válidos al no existir proceso judicial que invalide sus efectos. En cuanto al documento de la historiadora Mariana Mould de Pease no puede tacharse de falso por su connotación de escrito, dada la importancia de la ciudadela de Machupicchu y respecto del Informe Jurídico de la PUCP, ésta Sala se pronunció sobre su pertinencia (VER EL AUO DE VISTA). Los Informes del Jefe de la Oficina Registral sede Cusco, de conformidad con el artículo 239 del Código acotada, al presumirse auténticos no pueden dar lugar a fundar la tacha, salvo se acredite la falsedad, hecho que no ha ocurrido en autos.  

El apelante no fundamenta el recurso respecto a la tacha de los medios probatorios ofrecidos por el apoderado del INC Cusco, en las letras a, b, e, f, g, h, e i), se remite a los fundamentos en los que sustento la tacha, cuando correspondía impugnar los argumentos del a-quo al respecto. . 

Sobre las oposiciones al informe del Jefe de la Oficina Registral Regional Cusco sobre la existencia de la Partida 2053108, a la exhibición de los títulos archivados de la Partida 02053108; a la exhibición que debía efectuar el Tribunal Constitucional; el informe del Jefe de la Oficina Registral Regional del Cusco, sobre los asientos 181, 182 cancelatorios de los asientos registrales 156 y 157, y sus títulos archivados; considera el colegiado que no tiene asidero legal, por cuanto no es propiamente un  cuestionamiento probatorio sino incide en la valoración de las pruebas, consistente en instrumentos públicos registrales; máxime que la oposición es un medio impugnatorio de la prueba que busca invalidarla impidiendo su actuación, de conformidad con el artículo 300 del Código Procesal Civil
.  

VIGÉSIMO PRIMERO.- El colegiado ha considerado incorporar como pruebas de oficio de conformidad con el artículo 194 del Código Procesal Civil
, Partida N° 02016781 que contiene todos los asientos registrales, que corren de fojas 884 a 980, que fueron ofrecidas por la parte demandada (fojas 981), y el Juzgado las declaró improcedentes con los argumentos que expone en la resolución N° 69 (fojas 982), no es menos cierto que ésta prueba es necesaria e  imprescindible dado que en ella corren todos los asientos de inscripción de la historia del bien inmueble sub litis en mayor extensión, que permiten un estudio real de los actos inscribibles y que se encuentran registrados; y que las partes han ofrecido como prueba a lo largo del proceso en forma incompleta.  

La decisión de colegiado, se sustenta además en los artículos I y II del Título Preliminar del TUO del Reglamento General de los Registros Públicos, que establece que el Registro otorga publicidad jurídica a los diversos actos o derechos inscritos; y la publicada registral formal garantiza que toda persona acceda al conocimiento efectivo del contenido de las partidas registrales. 
VIGÉSIMO SEGUNDO.- La apelada no contiene agravios respecto a los demás extremos de la sentencia, por lo que no emitimos pronunciamiento alguno. 

Encontrándose la sentencia expedida conforme a Ley, debe ser confirmada en todos sus extremos.

IV.- DECISIÓN:

a) INCORPORARON COMO PRUEBA DE OFICIO: La Partida No. 02016781 con todos sus asientos registrales que corren de fojas 884 a 980, correspondiente a la Hacienda Sillque en el distrito de Ollantaytambo de la provincia de Urubamba.  

b) CONFIRMARON: La sentencia de fecha 2 de agosto del 2013, que corre a fojas 3218, que falla:

1.- Declarando INFUNDADAS las tachas formuladas a fojas ciento setenta y nueve. 

2.- Declarando IMPROCEDENTES  la Tacha de documentos formulada a fojas doscientos cincuenta y cinco. 

3.- Declarando INFUNDADA la tacha y Oposición formulada a fojas doscientos ochenta y cinco. 

4.- Declarando IMPROCEDENTE la Tacha de documentos formulado a fojas dos mil trescientos cuarenta y nueve. 

5.- Declarando INFUNDADA la tacha de documentos formulado a fojas tres mil seis. 

6.- Declarando INFUNDADA  la demanda de fojas sesenta y siete, interpuesta por Blanca Angélica Zavaleta Zavaleta por derecho propio y en representación de sus hermanos Rosa Eudocia Zavaleta Zavaleta, Julia Ceferina Zavaleta Zavaleta; Juana Rosa Lourdes Zavaleta Zavaleta, Leoncio Augusto  Zavaleta Zavaleta; Julio Carlos Zavaleta Zavaleta; y Fortunata Zavaleta Flores, sobre Reivindicación contra el Instituto Nacional de Cultura , representado por su Director Regional Antropólogo David Ugarte Vega Centeno; y otros. 

7.- Declarar INFUNDADA la demandada interpuesta por Blanca Angélica Zavaleta Zavaleta por derecho propio y en representación de sus hermanos Rosa Eudoxia Zavaleta Zavaleta, Julia Ceferina Zavaleta Zavaleta; Juana Rosa Lourdes Zavaleta Zavaleta, Leoncio Augusto  Zavaleta Zavaleta; Julio Carlos Zavaleta Zavaleta; y Fortunata Zavaleta Flores, sobre Cobro de Frutos Civiles en contra del Instituto Nacional de Cultura – Cusco, representado por su Director Regional Antropólogo David Ugarte Vega Centeno; y otros. Con costas y costos procesales. Con lo demás que contiene y es materia de apelación. Habiendo suscrito el voto el Señor Juez Superior doctor OCTAVIO CONCHA MORA, no suscribe la presente resolución por encontrarse a la fecha en uso de licencia; siendo de aplicación el artículo 149 del TUO de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Y los devolvieron. H.S.

S.S.

(Art. 149 del TUO de la LOPJ)

     CONCHA MORA                         BARRA PINEDA                         FERNÁNDEZ ECHEA
� Corren copias fedatadas de fojas 172 a 174. 


� El asiento 157 que cancelaba la  inscripción de propiedad a favor de la ex Dirección regional Agraria y Asentamiento Rural y ordenaba se ministre la posesión real y efectiva a favor de los propietarios del predio expropiado, a su vez ha sido cancelado en el asiento No. 182 de la Partida Registral No. 02016781 (fojas 630).  


� Ver oficio No. 291-91-JTQ de fecha Quillabamba 19 de diciembre de 1991 de fojas 93.


� Del tomo 272, folio 107, del Registro de Propiedad del Cusco, del predio rústico denominado “Cachiccata” , ubicado en el distrito de Ollantaytambo provincia de Urubamba .- Partida CIII.  





� Cancelación del asiento registral No. 156 que se inscribe en el asiento No. 181.  








� DONGO DENEGRI, Luis. “ Diccionario Jurídico Agrario”. Editorial MARSOL Perú Editores, pp.141 y 142. 


� Decreto Supremo No. 0444-75-AG de fecha 29 de abril de 1975 (folio 6 – Proceso No. 76-75). 


� Decreto Supremo No. 1207-74-AG de fecha 28 de noviembre de 1974 (folio 6 – Proceso No. 10-76)


� Código Procesal Civil.- Artículo 123.- Cosa Juzgada.- “Una resolución adquiere la autoridad de cosa juzgada cuando:


1. No proceden contra ella otros medios impugnatorios que los ya resueltos; o


2. Las partes renuncian expresamente a interponer medios impugnatorios o dejan transcurrir los plazos sin formularlos.


(...)”.   


� Artículo 139.- Son principios y derechos de la función jurisdiccional: 


(…)


13. La prohibición de revivir procesos fenecidos con resolución ejecutoriada […]”.


� Artículo 50.- Declarada una Zona de Reforma Agraria, las traslaciones de dominio de los predios rústicos de dominio privado se ajustarán al siguiente procedimiento: (…). 


 


� Artículo 52 del Decreto Ley 17716.- Agotada la vía administrativa de afectación (…) la Dirección General de Reforma Agraria y Asentamiento Rural notificará al propietario para que dentro del plazo de quince días de la notificación cumpla con lo resuelto, bajo apercibimiento de hacerlo cumplir por la vía judicial. 


Artículo 53.- En caso el propietario se negare a cumplir lo resuelto (…) la Dirección General de Reforma Agraria y Asentamiento Rural, solicitará ante el Juez (…) la inmediata posesión de las tierras (…).  


� “Código Civil Comentado”, Gaceta Jurídica, Tomo V, p. 289. 


� Inscrito en el asiento 169 en fecha 14 de agosto de 1996, en la Partida No. 02016781, dejando sin efecto actos- contratos a favor de comuneros feudatarios., porque los predios se encuentran dentro de la superficie considerada como Santuario Histórico de Machupicchu ( 967). 


� Ver, en la asiento No. 91 (corre asentada la venta del Lote 4 a favor de los causantes de los demandantes; contiene una anotación marginal que dice: “Este predio se encuentra comprendido dentro del Santuario Histórico de Machupicchu cuya condición como tal se encuentra inscrita en la Ficha 17699. C-08-07-1998”. 


� Artículo 235.- Documento Público.- Es documento público: 


1.- El otorgado por funcionario público en ejercicio de sus atribuciones.


(…). 


� Artículo 242.- Si se declara fundada la tacha de un documento por haberse probado su falsedad, no tendrá eficacia probatoria. Si en proceso penal se establece la falsedad de un documento, éste carece de eficacia probatoria en cualquier proceso civil.


Artículo 243.- La copia de un documento público declarado o comprobadamente falso o inexistente, no tiene eficacia probatoria. La misma regla se aplica a las copias certificadas de expedientes falsos o inexistentes.


� Código Procesal Civil.- Artículo 300.- Se puede interponer tacha contra los testigos y documentos. Asimismo, se puede formular oposición a la actuación de una declaración de parte, a una exhibición, a una pericia o a una inspección judicial.


[…]”.





� Código Procesal Civil.- Artículo 194.- Artículo  194.- Cuando los medios probatorios ofrecidos por las partes sean insuficientes para formar convicción, el Juez, en decisión motivada e inimpugnable, puede ordenar la actuación de los medios probatorios adicionales que considere convenientes. 
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